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IV.4. Régimen del suelo no urbanizable.

– Frente a la declaración del proyecto sobre el uso del suelo urbanizable en la que se dice que los propietarios de terrenos situados en esa clase de suelo tendrán derecho a usar, disfrutar y disponer de dichos terrenos conforme a la naturaleza rústica de los mismos, se sitúa el enunciado del nuevo texto señalando que los propietarios de terrenos no urbanizables tendrán derecho a usar, disfrutar y disponer de los terrenos de su propiedad, de conformidad con la naturaleza y destino de los mismos. Como puede apreciarse no se recoge el uso conforme a la naturaleza rústica de las fincas, lo cual resulta altamente chocante y hasta cierto punto contradictorio.

Sí añade, en contrapartida, que los propietarios de suelo no urbanizable deberán, por una parte, destinarlo a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos u otros vinculados a la utilización racional de los recursos naturales, y dentro de los límites que, en su caso, establezcan las leyes o el planeamiento y, por otro lado, solicitar autorización para realizar los usos y actividades previstos en ley, sin perjuicio de lo que disponga la legislación sectorial aplicable.

Las limitaciones establecidas en la ley para el régimen de protección del suelo no urbanizable tienen el carácter de mínimas y básicas, pudiendo el planeamiento establecer condiciones de protección superiores para zonas específicas del suelo no urbanizable, en razón de las específicas condiciones y características del territorio al que se refieran. Es la proyectada ley foral, una norma de mínimos, otorgando al planificador municipal la potestad de aumentar el nivel de preservación de determinadas áreas del espacio físico rural.

– De la misma manera que el texto vigente, el anteproyecto prevé actividades y usos en suelo no urbanizable de tres categorías: permitidos, autorizables y prohibidos.

Se considerarán actividades permitidas aquellos usos y actividades que por su propia naturaleza sean compatibles con los objetivos de protección y preservación del suelo no urbanizable, y garanticen que no alterarán los valores o causas que han motivado la protección o preservación de dicho suelo. Los usos y actividades permitidos no precisarán la autorización de actividad autorizable en suelo no urbanizable, sin perjuicio de que deban ser objeto de licencia o autorización por otros órganos o Administraciones.

Por otra parte, serán actividades autorizables aquellas que por su propia naturaleza, en determinadas condiciones, puedan ser compatibles con los objetivos de protección y preservación del suelo no urbanizable, y garanticen que no alterarán los valores o causas que han motivado la protección o preservación de dicho suelo. Estas actividades precisarán una autorización que se otorgará con arreglo al siguiente procedimiento:

a) El promotor presentará ante el Ayuntamiento competente en cuyo ámbito se va a implantar o desarrollar la actividad, la correspondiente solicitud, acompañada de la documentación necesaria y, en su caso, de un estudio de afecciones ambientales previsto en la Ley Foral 2/1993, de 5 marzo, de Protección y Gestión de la Fauna Silvestre y sus Hábitats.

b) El Ayuntamiento incorporará al expediente informe en relación con la solicitud presentada, con indicación de si ésta se ajusta al planeamiento correspondiente, remitiendo el expediente al Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda en el plazo de dos meses desde que se hubiera presentado la solicitud. Transcurrido este plazo sin haberse remitido al citado Departamento la documentación, el interesado podrá solicitar directamente autorización ante la Administración Foral. Si se tratara de un uso o actividad clasificada para la protección del medio ambiente, el Ayuntamiento remitirá conjuntamente el expediente a que se refiere este precepto y el tramitado conforme con la normativa vigente en materia de tales actividades.

c) El Consejero de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda resolverá respecto a la autorización o prohibición de la actividad o uso solicitado, notificando dicha resolución al Ayuntamiento, al promotor y, en su caso, al Concejo cuando se afectase al territorio de éste. La resolución autorizando la actividad podrá establecer las medidas correctoras necesarias, incluidas las que den cumplimiento a la normativa de actividades clasificadas para la protección del medio ambiente.

Está previsto el silencio positivo a favor del solicitante si transcurridos dos meses no se hubiera comunicado acto alguno al Ayuntamiento por parte de la Administración foral.

También se prevé como contrapartida que las autorizaciones deberán ejercitarse en el plazo máximo de dos años desde que se otorgaran, transcurrido el cual agotarán sus efectos, previa declaración por el Ayuntamiento y audiencia al interesado, y devendrán ineficaces, salvo que se prorroguen expresamente a través del mismo procedimiento establecido para su otorgamiento. La licencia urbanística para la ejecución de las obras de la actividad o uso sólo podrá solicitarse con posterioridad a que haya recaído la autorización. Por su parte, las peticiones de licencias de actividad correspondientes a actividades clasificadas que no se hubieran resuelto en el plazo de un mes desde que se hubiera notificado la autorización al Ayuntamiento, se entenderán otorgadas por acto presunto con excepción de aquellas actividades para las que la legislación vigente disponga otro plazo y otros efectos.

No obstante este procedimiento, existe una excepción para el supuesto de que las actividades y usos sean objeto de un Plan o Proyecto Sectorial de Incidencia Supramunicipal o de un Plan Especial, en cuyo caso no será de aplicación para su autorización el procedimiento relatado anteriormente, sino el previsto para la aprobación de estos instrumentos de ordenación.

Las solicitudes para autorización de actividades y usos en el suelo no urbanizable deberá acompañarse de la documentación técnica suficiente que permita, según las características de la actividad y uso a desarrollar, conocer sus características, su ubicación y las obras a realizar, conteniéndose en dicha documentación todas o algunas de las siguientes determinaciones: a) Actividad y uso a desarrollar y categoría de suelo en la que se va a implantar; b) Cabida y límites de la parcela y titularidad dominical de la misma; c) Acceso rodado existente y previsto; d) Servicios de abastecimiento de aguas, saneamiento y depuración, tratamiento de residuos urbanos y energía eléctrica existentes y previstos; e) Sistema de alumbrado y contra incendios, existentes y previstos; f) Aparcamientos interiores, jardinería y arbolado y cerramiento de parcela; g) Características formales de la edificación, almacenamiento exterior y publicidad; h) En los supuestos a que se refiere el artículo 33.5 de la Ley Foral 2/1993, de 5 de marzo, de protección y gestión de la fauna silvestre y sus hábitats, el estudio de afecciones ambientales mencionado en ese precepto.

Por otro lado, se considerarán actividades prohibidas aquellos usos y actividades que por su propia naturaleza sean incompatibles con los objetivos de protección y preservación de cada categoría de suelo no urbanizable y especialmente las siguientes: a) Incremento de la erosión y pérdida de calidad de los suelos; b) Destrucción de masas vegetales, sin perjuicio de lo previsto en la vigente legislación sobre protección del patrimonio forestal; c) Destrucción o contaminación de las zonas húmedas o de su entorno próximo, sin perjuicio de lo contemplado en la legislación de aguas; d) Vertido o abandono de objetos, residuos u otros desperdicios fuera de los lugares autorizados, así como la quema no autorizada de los mismos; e) Vertidos líquidos o sólidos que pueden degradar o contaminar la naturaleza o los acuíferos; f) Parcelaciones urbanísticas, sin que, en ningún caso, puedan efectuarse divisiones, segregaciones o fraccionamientos de cualquier tipo en contra de lo dispuesto en la legislación agraria, forestal o de similar naturaleza.

En los caminos públicos y en los itinerarios de interés, en las vías pecuarias y en el Camino de Santiago, que no tengan delimitada zona de servidumbre en su normativa específica, se establece una zona de servidumbre de tres metros medidos desde el borde exterior de dichos caminos, dentro de la cual las actividades no constructivas que impliquen movimientos de tierras requerirán autorización, quedando las actividades constructivas prohibidas, salvo las infraestructuras que necesitarán autorización.

– Ya hemos visto más arriba que el suelo rústico se subcategoriza en suelo no urbanizable de protección y de preservación. Pues bien, en el primero de ellos sólo serán autorizables aquellas construcciones, instalaciones o usos que sean necesarios para su mejor conservación y para el disfrute público y esté justificada su compatibilidad con los específicos valores que motivan su especial protección. El resto de actividades en el suelo no urbanizable de protección no serán autorizables y especialmente quedan prohibidas las construcciones, actividades o usos que impliquen transformación de su destino o naturaleza, lesionen el valor específico que se quiera proteger o infrinjan el concreto régimen limitativo establecido por los instrumentos de ordenación territorial o la legislación sectorial.

También en esta categoría de suelo se podrán establecer áreas para la realización de obras o infraestructuras o el establecimiento de servicios públicos que en ejecución de instrumentos de ordenación del territorio o de la planificación estatal o foral deban ubicarse en el suelo no urbanizable en las que se limite cualquier uso o aprovechamiento constructivo aislado.

En el segundo tipo de suelo no urbanizable (el de preservación) estarán permitidas todas las actividades no constructivas, salvo aquéllas actividades que impliquen movimientos de tierras y expresamente se establezca la exigencia de autorización. Además, sólo serán autorizables las actividades constructivas expresamente establecidas y estén vinculadas actividades de carácter agrícola, forestal o ganadero, infraestructuras, equipamientos y dotaciones, que deban desarrollarse en suelo rústico. Las actividades industriales o terciarias que deban emplazarse en esta clase de suelo estarán sujetas a los deberes de urbanización y cesión equivalentes al suelo urbanizable sectorizado.

En el suelo no urbanizable de preservación permite el anteproyecto que se puedan autorizar viviendas nuevas cuando se trate de viviendas unifamiliares aisladas, destinadas a residencia habitual y permanente de su titular, en las condiciones y áreas geográficas que se determinen reglamentariamente o por los instrumentos de ordenación territorial. Para poder autorizar este uso deberá, además, estar expresamente previsto en el planeamiento municipal, que podrá desarrollar y concretar en su ámbito territorial las condiciones y áreas a las que se refiere el párrafo anterior.

La parcela mínima para construir viviendas aisladas en suelo no urbanizable será de 1.500 metros cuadrados y deberá utilizarse en el porcentaje que se fije reglamentariamente o por el planeamiento municipal, que no será inferior al 50 por 100, a actividades o usos agrarios, pecuarios o forestales no constructivos. Esta superficie mínima, que podrá ser incrementada por los planes y normas municipales, quedará vinculada a la edificación desde el otorgamiento de la autorización, sin que pueda ser objeto de ningún acto de segregación o división del que resulten parcelas con superficies inferiores a la señalada anteriormente. A tal efecto, la finca deberá quedar afectada con inscripción registral de la vinculación de la total superficie real a la construcción, que exprese las concretas limitaciones a su divisibilidad y edificabilidad impuestas por la autorización de la vivienda.

El aprovechamiento derivado de la autorización de la vivienda aislada se cuantificará sobre la base del incremento de valor de los terrenos. El aprovechamiento correspondiente al propietario de la parcela será del 90 por 100, debiendo adquirir el 10 por 100 restante de la Administración titular, una vez concedida la autorización y previo al inicio de cualquier actuación.

Las dotaciones de servicios y el acceso a las viviendas deberán ser resueltas por los propietarios de forma autónoma e individualizada a partir de la acometida de las infraestructuras existentes, sin alterar los valores que han motivado la protección o preservación del suelo no urbanizable y respetando las normas de protección de dicho suelo. Las obras correspondientes a las dotaciones de servicios y a la construcción del acceso podrán autorizarse junto a la autorización de la vivienda.

– Frente a las once categorías distintas de suelo no urbanizable previstas en la Ley Foral vigente, cada una con un régimen de protección distinto, en el anteproyecto se simplifica notablemente el régimen jurídico de este tipo de suelo agrupándolo como hemos visto en dos únicas categorías, manteniéndose no obstante el procedimiento de autorización y el sentido positivo del silencio ante la falta de contestación por parte del Departamento de la Administración de la Comunidad Foral encargado de la tramitación de la solicitud de actividad en suelo no urbanizable.

Por lo que al régimen de la vivienda unifamiliar aislada se refiere, el anteproyecto profundiza más en la materia, y diseña un régimen válido no sólo, como establece la ley actual, fundamentalmente para la «vertiente cantábrica» de la Comunidad Foral, sino para cualquier zona de Navarra. Además, la futura ley no restringe a dos tipos de suelo (el de mediana productividad agrícola y ganadera, y el genérico) la posibilidad de construir una vivienda unifamiliar aislada, sino que lo permite en todo el suelo no urbanizable de preservación. Por otro lado, se fija en el anteproyecto la extensión de la parcela mínima (1.500 metros), al tiempo que se establecen otros dos límites: la utilización agraria, pecuaria o forestal de por lo menos el cincuenta por ciento del terreno total de la parcela y la vinculación de la edificación sin que pueda ser objeto de segregación o división en superficies menores a la legal, la cual podrá ser aumentada por el planeamiento municipal. Nada de esto se prevé en la legislación actual, estimando el autor de este trabajo que tales previsiones son acertadas como medida de protección contra posibles parcelaciones ilegales en suelo rústico y contra otro tipo de actuaciones constructivas no deseadas en esa categoría de suelo.

IV.5. Régimen de valoraciones y expropiaciones.

– El anteproyecto de ley foral se ocupa muy escasamente de la cuestión de las valoraciones señalando que, en virtud de la competencia estatal sobre la materia, todas las valoraciones del suelo, de las obras, de las edificaciones y de cualesquiera otros derechos sobre bienes inmuebles que sea preciso realizar, se deberán aplicar los criterios y reglas que sobre dicha materia determine la legislación estatal, es decir, la Ley 6/1998.

– Respecto de las expropiaciones, la proyectada norma urbanística objeto de este estudio aborda la regulación de diversas cuestiones.

En primer lugar, explicita los supuestos expropiatorios y las finalidades a las que se deberán destinar los bienes obtenidos por ese procedimiento.

Establece el anteproyecto que la expropiación se aplicará cuando se haya establecido este sistema para la unidad de ejecución correspondiente o en los supuestos previstos para el sistema de compensación y para el sistema de agente urbanizador; también para la constitución o ampliación de patrimonios públicos de suelo y para la constitución de reservas de suelo para la promoción de viviendas o de usos industriales o terciarios, así como a otros usos declarados expresamente de interés social, en aquellas zonas delimitadas con arreglo a esta Ley Foral o en aquellas zonas previstas en el planeamiento comarcal o local.

Otros supuestos previstos son la adquisición de terrenos para el establecimiento de sistemas generales, equipamientos y dotaciones cuando no deban ser objeto de cesión en la ejecución del planeamiento, o no puedan ser objeto de compensación por las fórmulas legales vigentes, o bien porque exista necesidad urgente de anticipar su adquisición. Asimismo, para la realización de actuaciones aisladas en suelo urbano y para la adquisición de terrenos o edificios con características históricas, artísticas o ecológicas, que los haga merecedores de una especial protección.

La expropiación está especialmente prevista para «sancionar» el incumplimiento de deberes urbanísticos previstos en la normativa de aplicación:

1. Por haberse realizado actos de parcelación, usos de suelo o edificación que legalmente estén definidos como infracción urbanística grave o muy grave, ya sean realizados sin licencia o sin ajustarse a las condiciones de la misma cuando la hubiere. En estos casos se deducirá del justiprecio el importe de la multa que procediera.

2. Por no tramitar el planeamiento parcial, así como los proyectos de urbanización, de reparcelación y los documentos de constitución de la Junta de Compensación, en los plazos respectivamente establecidos.

3. Por no colaborar en las obligaciones que le correspondan como miembro de la Junta de Compensación para ejecutar el planeamiento. En este caso el beneficiario de la expropiación será la Junta de Compensación.

4. Por no realizar el propietario las cesiones, cargas y obligaciones previstos en la legislación urbanística, así como por no costear la urbanización.

5. Por inobservancia de los deberes legales de conservación y mantenimiento de inmuebles.

6. Por incumplimiento de la función social de la propiedad, motivado por inobservancia de los plazos fijados para la urbanización de los terrenos y la edificación de los solares, o, en general, de los deberes básicos establecidos en la legislación urbanística.

Establece el anteproyecto que los beneficiarios de la expropiación podrán extenderse tanto a personas naturales como jurídicas, conforme a la legislación general sobre expropiación forzosa. De igual modo, las asociaciones de carácter social que no tengan ánimo de lucro podrán tener la condición de beneficiarios, a efectos expropiatorios.

Regula la ley proyectada un supuesto concreto consistente en que cuando para la ejecución de un plan no fuere menester la expropiación del dominio y bastare la constitución de alguna servidumbre sobre el mismo, podrá imponerse, si no se obtuviere convenio con el propietario, con arreglo al procedimiento de la legislación general sobre expropiación forzosa, siempre que no exceda la indemnización que procediere abonar de la mitad del importe de la que correspondería satisfacer por la expropiación total de los bienes y derechos. También, cuando hubieran de modificarse o suprimirse servidumbres privadas por estar en contradicción con las disposiciones del plan, podrán expropiarse dichas servidumbres con arreglo al procedimiento de la legislación general.

Otra cuestión relevante es la prohibición general de construcciones en terrenos a expropiar, estableciendo la ley que sobre la superficie objeto de expropiación no se podrá realizar construcción alguna ni modificar las existentes, salvo en casos concretos y excepcionales, previa autorización expresa de la entidad expropiante, que, de no ser un Ayuntamiento, lo comunicará a éste a efectos de la concesión de la oportuna licencia.

Justiprecio.

El justiprecio de los bienes y derechos que se haya de expropiar se determinará mediante la aplicación de los criterios y reglas de valoraciones establecidos por la legislación estatal sobre la materia, pues la competencia pertenece al Estado según la Constitución española. Por otro lado, el justiprecio se podrá fijar por mutuo acuerdo o, en su defecto por el Jurado de Expropiación de Navarra, todo ello, sin embargo, de acuerdo con la legislación aplicable. El mutuo acuerdo será posible en cualquier momento anterior a la fijación definitiva en vía administrativa del justiprecio, de manera que la aceptación por los expropiados en el plazo concedido al efecto del precio ofrecido por la Administración en el expediente de justiprecio, les dará derecho a percibir dicho precio incrementado en un cinco por ciento.

En todas las expropiaciones, la Administración podrá satisfacer el justiprecio, previo acuerdo con el expropiado, mediante la adjudicación de terrenos de valor equivalente, resultantes de la propia actuación o de cualesquiera otras de las que sea titular la Administración actuante, o, en su caso, de determinado aprovechamiento en unas u otras, estableciendo en cada caso las obligaciones referentes al abono de costes de urbanización correspondientes. En estos supuestos no será de aplicación el reconocimiento del derecho a obtener un cinco por ciento de aumento sobre el precio convenido.

Por otro lado, en la expropiación por causa prevista como infracción urbanística muy grave o grave que no hubiera prescrito, el justiprecio no contabilizará las obras, construcciones, usos o actividades determinantes de la infracción y, en cualquier caso, no podrá generar un beneficio para el responsable de la infracción.

Jurado de Expropiación de Navarra.

El anteproyecto de ley efectúa una regulación concreta del Jurado de Expropiación de Navarra. En primer lugar, señala cuál es la competencia de dicho Jurado de Expropiación, estableciendo que el mismo entenderá y decidirá sobre los expedientes de justiprecio que se produzcan en las expropiaciones de cualquier clase que lleven a cabo las Administraciones Públicas de Navarra, es decir, Administración de la Comunidad Foral de Navarra, Entidades Locales, Organismos Autónomos dependientes de ambas, Universidad Pública de Navarra, etc. En los expedientes de justiprecio que se susciten en las expropiaciones que lleve a cabo la Administración del Estado en el territorio de Navarra, el Jurado de Expropiación de Navarra conocerá de dichos expedientes cuando así se acuerde con aquella Administración.

El Jurado de Expropiación de Navarra será un órgano adscrito a la Administración de la Comunidad Foral y estará formado por cinco miembros que serán designados por el Gobierno de Navarra entre personas con experiencia profesional en valoraciones inmobiliarias. Dicho Jurado se compondrá de Presidente, Vocales y Secretario, que será un funcionario adscrito a la Administración de la Comunidad Foral con título de Licenciado en Derecho, designado por ésta. Para que el Jurado de Expropiación de Navarra pueda válidamente constituirse y adoptar acuerdos será preciso, en primera convocatoria, la asistencia de todos sus miembros, y en segunda la del Presidente y dos Vocales. Los asuntos objeto de la competencia del Jurado de Expropiación de Navarra se decidirán por mayoría de votos, dirimiendo los empates el voto de calidad del Presidente.

El régimen de funcionamiento será el siguiente: el Jurado de Expropiación de Navarra, a la vista de las hojas de aprecio formuladas por los propietarios y por la Administración, decidirá ejecutoriamente sobre el justo precio que corresponda a los bienes y derechos objeto de la expropiación en el plazo máximo de cuatro meses; transcurrido este plazo sin resolución y notificación de la decisión, se entenderá desestimada la solicitud contenida en las hojas de aprecio formuladas por los propietarios.

Las resoluciones del Jurado de Expropiación de Navarra serán necesariamente motivadas, razonándose los criterios de valoración seguidos por el mismo en relación con lo dispuesto en la legislación aplicable. La resolución adoptada, que se notificará a la Administración y al expropiado, agotará la vía administrativa y contra la misma sólo procederá el recurso contencioso-administrativo ante el órgano competente del Tribunal Superior de Justicia de Navarra. La fecha del acuerdo constituirá el término inicial para la caducidad de la valoración establecida en la legislación sobre expropiación forzosa.

El anteproyecto de ley establece que reglamentariamente se regulará la composición, funcionamiento del Jurado y el régimen de incompatibilidades, excusas, asistencias, dietas y sustituciones de los integrantes del mismo.

Procedimiento.

Por lo que se refiere a este aspecto, la ley proyectada señala que para la expropiación podrá aplicarse tanto el procedimiento individualizado como el de tasación conjunta, conforme a la legislación estatal de expropiación forzosa. Cuando se aplique el procedimiento de tasación conjunta, la resolución de la Administración que lo acuerde implicará la declaración de urgencia de la expropiación y permitirá la ocupación de los terrenos previo pago o depósito del justiprecio fijado por aquélla, o de la adjudicación de las futuras parcelas en los supuestos de pago en especie, sin perjuicio de que puedan seguir tramitándose los recursos procedentes respecto de la fijación del justiprecio de acuerdo con lo establecido en la legislación estatal sobre la materia.

Se contiene en la ley un procedimiento previo a la expropiación por incumplimiento de deberes urbanísticos consistente en lo siguiente:

1. En primer lugar, la Administración actuante notificará al propietario y promotor, en su caso, el supuesto de incumplimiento que concurra, otorgándole un plazo de quince días para formular alegaciones.

2. A la vista de las alegaciones formuladas, la Administración concederá un plazo no inferior a un mes ni superior a tres para subsanar las causas que motivaron el expediente en las condiciones que se señalen.

3. Transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior sin que se hayan cumplimentado las condiciones de subsanación, se iniciará el correspondiente expediente expropiatorio.

4. Por último, si se cumplieran las condiciones de subsanación, se procederá a la incoación del correspondiente expediente sancionador, que en todo caso sustituirá al de expropiación.

Reversión.

Así como el anteproyecto aborda diversas cuestiones de la expropiación, incluso algunas contradiciendo o añadiendo lo dispuesto por la legislación general estatal, en el caso de la reversión se limita a realizar una remisión a lo que la legislación estatal establezca sobre la materia.

El art. 40 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, señala que los terrenos de cualquier clase que se expropien por razones urbanísticas deberán ser destinados al fin específico que se estableciese en el Plan correspondiente. Si en virtud de modificación o revisión del planeamiento se alterara el uso que motivó la expropiación, procederá la reversión salvo que concurriera alguna de las siguientes circunstancias:

1. Que el nuevo uso asignado estuviera adecuadamente justificado y fuera igualmente dotacional público.

2. Que el uso dotacional que motivó la expropiación hubiese sido efectivamente implantado y mantenido durante ocho años.

Procederá la reversión de los terrenos expropiados para la formación del Patrimonio Municipal del Suelo si, como consecuencia de una modificación del planeamiento que no se efectúe en el marco de la revisión de éste, se alteraran los usos, intensidades o aprovechamientos y ello supusiera un incremento de valor de los mismos. Igualmente, procederá la reversión en los supuestos de terrenos incluidos en un ámbito delimitado para su desarrollo por el sistema de expropiación, cuando hubieren transcurrido diez años desde la expropiación sin que la urbanización se hubiera concluido. El mismo plazo y condición se aplicará en las expropiaciones de terrenos motivadas por el incumplimiento de deberes urbanísticos vinculados al proceso de urbanización.

V. EJECUCIÓN DEL PLANEAMIENTO

V.1. Consideraciones generales.

– La ejecución del planeamiento sólo podrá ser desarrollada a través de los procedimientos específicamente recogidos en el anteproyecto que venimos estudiando. La finalidad que debe perseguir esta ejecución de los instrumentos planificadores es la transformación y uso del suelo, en especial para su urbanización y edificación, y deberá garantizar, siempre y en todo caso, la distribución equitativa de los beneficios y cargas entre los afectados, así como el cumplimiento de los deberes de cesión y de urbanización. Si bien el inmediato objetivo del desarrollo urbanístico es la transformación del suelo originario en un suelo edificado y urbanizado, el fin mediato -que en ningún caso se puede desconocer- es que los propietarios de los terrenos cumplan con los deberes que le son propios (fundamentalmente, cesión de terrenos y urbanización) y al mismo tiempo repartan de manera equitativa los gastos y los aprovechamientos que de esa actividad humana han surgido.

Como norma general, la ejecución del planeamiento requiere la aprobación definitiva del instrumento más detallado exigible según la clase de suelo de que se trate. Así, en suelo urbano será suficiente la aprobación del Plan Municipal, si éste contuviera su ordenación pormenorizada, es decir, aquella que permite o posibilita la realización de actos concretos de ejecución material. En su defecto se precisará la aprobación del correspondiente Plan Especial de Reforma Interior (para actuaciones aisladas que se encaminen a la descongestión del suelo urbano, creación de dotaciones urbanísticas y equipamiento comunitario, saneamiento de barrios insalubres, resolución de problemas de circulación o de estética y mejora del medio ambiente o de los servicios públicos, o la realización de operaciones de reforma interior) o Estudio de Detalle (para el señalamiento de alineaciones y rasantes, la ordenación y composición de los volúmenes y la ordenación de fachadas).

En suelo urbanizable sectorizado será suficiente la aprobación del Plan Municipal si éste contuviera la ordenación pormenorizada propia de un Plan Parcial. En defecto de la ordenación pormenorizada, se precisará la aprobación del correspondiente Plan Parcial del respectivo Sector. En suelo urbanizable no sectorizado sólo podrá actuarse mediante la aprobación de los correspondientes Planes de Sectorización y de los Planes Parciales necesarios para su ejecución. Por su parte, la ejecución de los sistemas generales se llevará a cabo bien directamente o bien mediante la aprobación de Planes Especiales.

– El anteproyecto de ley foral atribuye a los Ayuntamientos la potestad de ejecución de los planes de ordenación, sin perjuicio de la atribución de competencias a organismos o sociedades instrumentales. También, se prevé la participación de los particulares en la ejecución y desarrollo de los instrumentos de planeamiento. La norma que venimos analizando otorga al Consejero de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda la facultad de tramitar y aprobar los documentos de gestión urbanística en aquellos casos en que se desarrollen actuaciones públicas promovidas por la Administración de la Comunidad Foral de Navarra o sus organismos autónomos o cuando se promuevan por sociedades instrumentales de ésta. Esta competencia del Consejero puede otorgarse a través de una disposición reglamentaria a otro órgano de la Administración Foral.

La ley proyectada distingue dos tipos de proyectos de obras: los Proyectos de Urbanización y los Proyectos de Obras Ordinarias.

Los Proyectos de Urbanización son proyectos exclusivamente de obras que tienen por finalidad llevar a la práctica el planeamiento. No podrán contener determinaciones sobre ordenación ni régimen del suelo y de la edificación, y deberán detallar y programar las obras que comprendan con la precisión necesaria para que puedan ser ejecutadas por técnico distinto del autor del proyecto. Estamos ante la definición clásica de proyecto de urbanización que ya estaba contenida en el texto vigente y que no modifica en nada su finalidad.

Por otro lado, en suelo urbano consolidado, se podrán realizar Proyectos de Obras Ordinarias para las obras aisladas previstas por el planeamiento urbanístico y para las obras de remodelación de las urbanizaciones y espacios públicos existentes. Estos Proyectos de Obras Ordinarias se regirán por lo establecido en la Ley Foral de la Administración Local de Navarra.

Los Proyectos de Urbanización no podrán modificar las previsiones del planeamiento que desarrollan, sin perjuicio de que puedan efectuar las adaptaciones exigidas por la ejecución material de las obras. Estos Proyectos deberán contener una memoria descriptiva de las características de las obras, plano de situación en relación con el conjunto urbano y planos de proyecto y de detalle, mediciones, cuadros de precios, presupuesto y pliego de condiciones de las obras y servicios. Asimismo, contendrán las determinaciones necesarias para dar cumplimiento a la Ley Foral 4/1988, de 11 de julio, en orden a la supresión de las barreras arquitectónicas y urbanísticas para las personas con minusvalías físicas.

En cuanto a su  tramitación y aprobación, los Proyectos de Urbanización deberán seguir la prevista para los Estudios de Detalle. Sin embargo, la tramitación y aprobación del Proyecto de Urbanización podrá realizarse de forma conjunta con los instrumentos de gestión y reparcelación, sin perjuicio de que los actos y resoluciones administrativas de tramitación y aprobación tengan carácter independiente. No obstante lo anterior, no podrán iniciarse las obras de urbanización hasta que estén aprobados definitivamente los instrumentos de gestión, salvo que el promotor del Proyecto de Urbanización preste fianza en forma reglamentaria por importe del 20 por 100 del costo de la urbanización y exista conformidad expresa de los propietarios registrales de las parcelas afectadas.

– Establece el anteproyecto que las Administraciones públicas y las entidades de Derecho público dependientes de ellas podrán constituir mancomunidades, gerencias, consorcios y sociedades mercantiles para la gestión urbanística, conforme a lo dispuesto en su legislación reguladora. A los consorcios y sociedades mercantiles podrán incorporarse los particulares y las entidades de Derecho privado. Asimismo, los propietarios afectados por actuaciones urbanizadoras podrán participar en su gestión mediante entidades urbanísticas colaboradoras, dentro del marco general establecido en los sistemas de actuación previstos en la nueva Ley Foral.

La ley prevé que la ejecución del planeamiento pueda realizarse mediante actuaciones sistemáticas o asistemáticas. 

En suelo urbano consolidado la gestión urbanística podrá realizarse mediante actuaciones asistemáticas sobre las parcelas existentes o previa normalización de sus linderos. Las actuaciones asistemáticas tienen por objeto completar la urbanización de las parcelas de suelo urbano consolidado, a fin de que alcancen la condición de solar, si aún no la tuvieran. Estas actuaciones podrán ser realizadas por los propietarios del suelo urbano consolidado sobre sus propias parcelas, previa obtención de la licencia urbanística correspondiente en la que deberán recogerse las condiciones necesarias para el cumplimiento de los siguientes deberes: a) Costear y, en su caso, ejecutar la urbanización necesaria para que los terrenos alcancen, si aún no la tuvieran, la condición de solar. A tal efecto, deberán costear, también, los gastos de urbanización precisos para completar los servicios urbanos, regularizar las fincas para adaptar su configuración a las exigencias del planeamiento, ejecutar en su caso las obras correspondientes, y ceder al Ayuntamiento los terrenos que queden fuera de las alineaciones señaladas en el planeamiento, sin que en ningún caso puedan superar el 10 por 100 de la superficie total de la finca; b) Edificar los solares en el plazo y demás condiciones que señalen el planeamiento y la licencia urbanísticos; y c) Destinar la edificación a los usos previstos en el planeamiento y en la licencia urbanísticos.

En suelo urbano no consolidado y en suelo urbanizable la gestión urbanística se efectuará mediante actuaciones sistemáticas sobre ámbitos denominados unidades de ejecución, que se desarrollarán mediante alguno de los sistemas de actuación previstos y que luego abordaremos.

– Es importante saber qué entiende la nueva ley por gastos de urbanización, y que son todos aquellos gastos que precise la gestión urbanística y que deban ser sufragados por los propietarios afectados dentro de los cuales se comprenden al menos los siguientes conceptos:

a) El coste de las obras de vialidad, movimientos de tierras, demoliciones, pavimentación, abastecimiento y evacuación de aguas, suministro de energía eléctrica, alumbrado público, conducciones de gas, conducciones de telefonía y comunicaciones, arbolado, jardinería, mobiliario urbano y demás dotaciones locales que estén previstas en los Planes y Proyectos, incluidas, en su caso, las obras de conexión con los sistemas generales y de ampliación o refuerzo de los mismos, todo ello sin perjuicio del derecho a reintegrarse de los gastos con cargo a las empresas que prestaren los servicios conforme a su reglamentación específica.

b) Las indemnizaciones procedentes por el derribo de construcciones, destrucción de plantaciones, obras e instalaciones que exijan la ejecución de los planes, así como los gastos que se deriven de los derechos de realojo y retorno.

c) El coste del planeamiento de desarrollo y de los proyectos de urbanización y gastos originados por la reparcelación.

d) Las indemnizaciones por la extinción de servidumbres prediales o derechos de arrendamiento incompatibles con el planeamiento o su ejecución. 

El pago de los gastos de urbanización se distribuirá proporcionalmente al porcentaje de los terrenos que se aporten respecto del total de la unidad, sin olvidar que como los propietarios deben ceder gratuitamente el diez por ciento del aprovechamiento a la Administración actuante y esta cesión debe estar libre de cargas de urbanización, los propietarios deberán correr con ese gasto en proporción a sus aprovechamientos.

El pago de estos gastos podrá realizarse, previo acuerdo con los propietarios interesados, cediendo éstos, gratuitamente y libres de cargas, terrenos edificables en la proporción que se estime suficiente para compensarlos.

– Por otro lado, es preciso hacer constar que en las actuaciones urbanísticas que requieran el desalojo de los ocupantes legales de viviendas que constituyan su residencia habitual, se deberán garantizar sus derechos de realojo y retorno. La ley proyectada ofrece una serie de reglas mínimas que se deberán cumplir en todo caso:

a) En actuaciones por expropiación, la Administración expropiante o, en su caso, el beneficiario de la expropiación, deberán poner a disposición de los ocupantes legales afectados, viviendas cuyas condiciones de superficie y precio de venta o alquiler sean conformes tanto a sus necesidades como a la normativa sobre viviendas de protección pública. Asimismo, habrán de satisfacer los gastos de traslado y otros accesorios que recayesen sobre los ocupantes legales afectados.

b) En actuaciones mediante sistemas distintos de la expropiación, no tendrán derecho de realojo los ocupantes legales de viviendas que, en correspondencia con su aportación de terrenos, hayan de resultar adjudicatarios de aprovechamientos de carácter residencial superiores en superficie a la fijada en la normativa sobre régimen de viviendas de protección pública. En los demás casos, la obligación de hacer efectivo el derecho de realojo corresponderá a la Administración actuante, en las condiciones señaladas anteriormente, computándose como gastos de la actuación urbanística los de traslado y otros accesorios que recayesen sobre los ocupantes legales.

c) En actuaciones asistemáticas sin expropiación, los ocupantes legales de viviendas que constituyan su residencia habitual en régimen de alquiler, tendrán el derecho de retorno regulado en la legislación sobre arrendamientos urbanos, así como el de ser alojados provisionalmente en condiciones adecuadas hasta que sea posible su regreso, correspondiendo la obligación de hacer efectivos tales derechos al propietario de las viviendas.

– Por último, en cuanto a los aspectos generales de la ejecución del planeamiento ha de señalarse que junto con la tramitación de los instrumentos de planeamiento urbanístico podrán asimismo tramitarse los instrumentos de su ejecución, quedando en todo caso éstos supeditados a la aprobación de los primeros.

V.2. Unidades de ejecución.

Establece el anteproyecto que la ejecución del planeamiento urbanístico se realizará mediante las unidades de ejecución que se delimiten. Sin embargo, en los supuestos de actuaciones asistemáticas en suelo urbano consolidado y cuando se trate de ejecutar directamente los sistemas generales o alguno de sus elementos no será preciso delimitar dichas unidades. Éstas se delimitarán de forma que permitan, en todo caso, el cumplimiento conjunto de los deberes de cesión, equidistribución y urbanización de la totalidad de su superficie. Admite el anteproyecto que en suelo urbano no consolidado, las unidades de ejecución puedan ser discontinuas, pero deberán observarse, no obstante, unos mínimos de vinculación y homogeneidad que garanticen el cumplimiento adecuado de los deberes y derechos de los propietarios. En el caso de que las unidades de ejecución se integren en áreas de reparto incorporarán en el momento de su ejecución los terrenos destinados a sistemas generales necesarios para alcanzar el aprovechamiento tipo correspondiente.

Las unidades de ejecución deberán ser delimitadas por el planeamiento que establezca la ordenación pormenorizada en cada tipo de suelo, si bien su delimitación podrá alterarse mediante el procedimiento siguiente: 1) La aprobación inicial se otorgará por el Ayuntamiento quien lo someterá a información pública por un período de quince días mediante anuncio en el Boletín Oficial de Navarra y publicación en los diarios editados en Navarra; 2) A la vista de la información pública, el Ayuntamiento lo aprobará definitivamente con las modificaciones que procediesen. Si dichas modificaciones significaran un cambio sustancial de lo inicialmente aprobado, se abrirá un nuevo período de información pública antes de otorgar la aprobación definitiva.

Las unidades de ejecución se delimitarán de forma que sean presumiblemente rentables en situaciones normales de mercado. No obstante, si con posterioridad a su delimitación se justificara la inviabilidad económica de las unidades de ejecución, por resultar excesivas las cargas en relación con el escaso aprovechamiento previsto para las zonas edificables, el Ayuntamiento deberá modificarlas o, alternativamente, autorizar, sin modificar las determinaciones del planeamiento, una reducción de la contribución de los propietarios a las mismas o una compensación a cargo de la Administración, procurando equiparar los costes de la actuación a los de otras análogas que hayan resultado viables.

V.3. Parcelaciones y reparcelaciones.

– La norma foral proyectada prevé dos tipos de parcelaciones de fincas, dependiendo de la finalidad a la que vaya dirigida la división del terreno. Y así, se contempla:

a) Parcelación rústica, que la define como toda división o segregación simultánea o sucesiva de terrenos en dos o más lotes, siempre que tenga una finalidad exclusivamente vinculada a la explotación agraria de la tierra.

b) Parcelación urbanística, que es toda división o segregación simultánea o sucesiva de terrenos en dos o más lotes, cuando tenga por finalidad permitir o facilitar la realización de actos de edificación o uso del suelo o del subsuelo sometidos a licencia urbanística.

Se prohiben por mandato expreso de la ley las denominadas parcelaciones ilegales, es decir, todas aquellas que sean contrarias a lo establecido por la ley foral urbanística y por el planeamiento urbanístico, especialmente cuando puedan dar lugar a la constitución de un núcleo de población. A los efectos de la ley, y sin perjuicio de lo que disponga el planeamiento, se considera núcleo de población la agrupación de edificaciones residenciales, susceptibles de necesitar servicios urbanísticos y dotaciones comunes.

Por otro lado, no podrá realizarse parcelación alguna que dé lugar a lotes de superficie o dimensiones inferiores a las determinadas como mínimas en el planeamiento o en la legislación sectorial, salvo que dichos lotes sean adquiridos simultáneamente por los propietarios de terrenos colindantes con el fin de agruparlos con sus fincas para constituir una nueva. Además, resultarán indivisibles las parcelas edificables con arreglo a una determinada relación entre superficie de suelo y superficie construible cuando se edificara la correspondiente a toda la superficie, o en el supuesto de que se edificara la correspondiente a sólo una parte de ella, si la restante fuera inferior a la parcela mínima, con las salvedades indicadas anteriormente.

El anteproyecto señala taxativamente que no se podrá efectuar ninguna parcelación urbanística sin que previamente haya sido aprobado el planeamiento urbanístico exigible según la clase de suelo de que se trate. Y añade que, en ningún caso, se considerarán solares, ni se permitirá edificar en ellos, los lotes resultantes de una parcelación ilegal. Por otra parte,  toda parcelación urbanística queda sujeta a licencia o a la aprobación del Proyecto de Reparcelación que la contenga; y las parcelaciones rústicas se sujetan a la exigencia de la declaración previa de la innecesariedad de licencia, quedando exceptuadas de tal declaración las operaciones realizadas en los procedimientos de concentración parcelaria. Las licencias de parcelación y las declaraciones de su innecesariedad se someten al régimen de las licencias urbanísticas establecido en la proyectada Ley Foral, salvo que en estos casos, el silencio administrativo siempre se entenderá denegatorio de la solicitud de licencia de parcelación o de la declaración de su innecesariedad.

– Se aborda, en segundo lugar, la reparcelación definiéndola como la agrupación de fincas comprendidas en la unidad de ejecución para su nueva división ajustada al planeamiento, con adjudicación de las parcelas resultantes a los interesados en proporción a sus respectivos derechos. Esta figura jurídica tiene por objeto distribuir justamente los beneficios y cargas de la ordenación urbanística en proporción al aprovechamiento que corresponda, regularizar la configuración de las fincas, situar su aprovechamiento en zonas aptas para la edificación con arreglo al planeamiento y localizar sobre parcelas determinadas y en esas mismas zonas el aprovechamiento que, en su caso, corresponda a la Administración actuante.

La aplicación de los sistemas de actuación que luego veremos exige la reparcelación de los terrenos comprendidos en la unidad de ejecución, salvo que resulte suficientemente equitativa la distribución de beneficios y cargas para todos los propietarios. En el caso que sea necesario se aplicarán supletoriamente a la reparcelación las normas de la expropiación forzosa.

Los propietarios, por unanimidad, podrán adoptar los criterios que consideren pertinentes para la formulación de la reparcelación. Cuando esto no suceda, se deberán ajustar a las siguientes reglas:

a) El derecho de los propietarios será proporcional a la superficie de las parcelas respectivas en el momento de aprobarse la delimitación de la unidad de ejecución.

b) Para la determinación del valor de las parcelas resultantes se estará a los criterios fijados en la ley foral a ese fin.

c) Las obras de urbanización no contrarias al planeamiento vigente al tiempo de su realización que resulten útiles para la ejecución del nuevo Plan, serán consideradas igualmente como obras de urbanización con cargo al Proyecto, y se satisfará su importe al titular del terreno sobre el que se hubieran realizado, siempre que éste acredite haberlas ejecutado a su costa.

d) Toda la superficie susceptible de aprovechamiento privado de la unidad de ejecución no destinada a un uso dotacional público, deberá ser objeto de adjudicación entre los propietarios afectados y demás titulares de aprovechamientos subjetivos, en proporción a sus respectivos derechos en la reparcelación. Las compensaciones económicas sustitutivas o complementarias por diferencias de adjudicación que, en su caso, procedan, se fijarán atendiendo al valor de las parcelas resultantes conforme a lo establecido en el apartado b) anterior, sin incluir los costes de urbanización. El exceso de aprovechamiento privado en relación con los aprovechamientos subjetivos de todos los propietarios y demás titulares se adjudicará a la Administración para su incorporación al Patrimonio Municipal del Suelo.

e) Se procurará, siempre que sea posible, que las fincas adjudicadas estén situadas en lugar próximo al de las antiguas propiedades de los mismos titulares.

f) Cuando la escasa cuantía de los derechos de algunos propietarios no permita que se adjudiquen fincas independientes a todos ellos, los solares resultantes podrán adjudicarse pro indiviso a tales propietarios. No obstante, si la cuantía de esos derechos no alcanzase el quince por ciento de la parcela mínima edificable, la adjudicación podrá sustituirse por una indemnización en metálico.

g) En ningún caso podrán adjudicarse como fincas independientes superficies inferiores a la parcela mínima edificable o que no reúnan la configuración y características adecuadas para su edificación conforme al planeamiento.

h) No serán objeto de nueva adjudicación, conservándose las propiedades primitivas, sin perjuicio de la regularización de linderos cuando fuere necesaria, y de las compensaciones económicas que procedan:

1. Los terrenos edificados con arreglo al planeamiento.

2. Los terrenos con edificación no ajustada al planeamiento, cuando la diferencia, en más o en menos, entre el aprovechamiento que le corresponda conforme al plan y el que le correspondería al propietario en proporción a su derecho en la reparcelación, sea inferior al 15 por 100 de este último, siempre que estuviesen destinadas a usos compatibles con la ordenación urbanística.

– El procedimiento para la aprobación del Proyecto de Reparcelación será el establecido para los Estudios de Detalle, siendo además necesario que la iniciativa se produzca en el marco del correspondiente sistema de actuación.

Junto con la aprobación inicial del Proyecto de Reparcelación, podrá declararse la suspensión, en todo o parte, del otorgamiento de licencias de parcelación y edificación en el ámbito de la unidad de ejecución. Los peticionarios de licencias a los que sea de aplicación la suspensión prevista en el párrafo anterior tendrán derecho a ser indemnizados del coste oficial de los proyectos y a la devolución, en su caso, de las tasas.

La aprobación definitiva del Proyecto de Reparcelación conllevará automáticamente el levantamiento de la suspensión de licencias que se hubiese establecido, pudiendo éstas ser otorgadas, incluso aunque la aprobación fuese objeto de recurso administrativo. No obstante, el Proyecto de Reparcelación será ejecutivo desde el momento de su aprobación definitiva, la cual deberá ser publicada en el Boletín Oficial de Navarra. Una vez aprobado definitivamente el Proyecto de Reparcelación, se procederá a otorgar escritura pública y a instar su inscripción en el Registro de la Propiedad.

El acuerdo aprobatorio del Proyecto de Reparcelación producirá los siguientes efectos:

a) Transmisión al Ayuntamiento, en pleno dominio y libre de cargas, de todos los terrenos de cesión obligatoria para su incorporación al Patrimonio Municipal del Suelo o su afectación a los usos previstos en el planeamiento.

b) Subrogación, con plena eficacia real, de las antiguas por las nuevas parcelas, siempre que quede establecida su correspondencia.

c) Afectación real de las parcelas adjudicadas al cumplimiento de las cargas y pago de los gastos inherentes al sistema de actuación correspondiente.

La liquidación definitiva de la reparcelación tendrá lugar cuando se concluya la urbanización de la unidad reparcelable y, en todo caso, antes de que transcurran cinco años desde el acuerdo aprobatorio de la reparcelación. La liquidación definitiva se redactará por la Administración actuante y será notificada, publicada, tramitada y aprobada en la misma forma que el Proyecto de Reparcelación.

– Se prevé también la aplicación de la reparcelación económica cuando por las circunstancias de la edificación adecuada al Plan, en una actuación urbanística no fuera posible llevar a cabo la reparcelación material de los terrenos en un porcentaje superior a un 50 por 100 de la superficie de la unidad de ejecución. En este caso, la reparcelación se limitará a la redistribución material de los terrenos restantes y a establecer las cesiones en favor de la Administración y las indemnizaciones entre los afectados, incluidos los titulares de las superficies edificadas conforme al planeamiento.

Igualmente, se prevé la normalización de fincas que procederá siempre que no sea necesaria la redistribución de beneficios y cargas de la ordenación entre propietarios afectados, pero sí sea preciso regularizar la configuración física de las fincas para adaptarlas a las exigencias del planeamiento. Dicha normalización se limitará a definir los nuevos linderos de las fincas afectadas de conformidad con el planeamiento, siempre que no afecte el valor de las mismas en proporción superior al 15 por 100 ni a las edificaciones existentes. Las diferencias se compensarán en metálico. La normalización se tramitará por el Ayuntamiento, de oficio o a instancia de todos o alguno de los propietarios, con trámite de audiencia de quince días y citación personal a los interesados.

– Establece la norma proyectada la presunción de que las vías urbanas que queden comprendidas en el ámbito de la unidad de ejecución se entenderán de propiedad municipal, salvo prueba en contrario. Por otro lado, las vías urbanas comprendidas en la unidad de ejecución que deban desaparecer se entenderán sustituidas por las nuevas previstas por el planeamiento en ejecución y transmitidas de pleno derecho a la Administración actuante.

V.4. Actuaciones sistemáticas.

– Establece el anteproyecto una de las novedades más importantes con respecto a la normativa anterior, y es la clasificación de los sistemas de actuación posible en el ámbito urbanístico. Divide la ley dos clases de sistemas: los de actuación privada y los de actuación pública.

La primera clase de sistemas comprende los siguientes:

a) Compensación.

b) Reparcelación voluntaria.

c) Agente urbanizador.

La segunda clase de sistemas se divide en:

a) Cooperación.

b) Ejecución forzosa.

c) Expropiación.

La elección del sistema de actuación se llevará a cabo en el planeamiento o, en su caso, con la delimitación de la unidad de ejecución. La modificación justificada del sistema elegido se tramitará de acuerdo con lo dispuesto para la delimitación de una unidad de ejecución. Si el Plan no estableciera sistema de actuación se podrá entender que el sistema elegido es el de compensación o el de reparcelación voluntaria, sin perjuicio de su modificación por el procedimiento previsto para delimitación de unidades de ejecución. Cuando un sistema de actuación privada no estuviese siendo desarrollado conforme a los plazos para el cumplimiento de los deberes de cesión, equidistribución y urbanización, la Administración podrá acordar la sustitución del sistema de actuación por uno público.

Hay que señalar que las transmisiones de terrenos o adjudicaciones de solares derivadas de la aplicación de alguno de los sistemas de actuación o realizadas mediante convenios urbanísticos de gestión, cuando se efectúen en favor de los propietarios comprendidos en la correspondiente unidad de ejecución y en proporción a sus respectivos derechos, estarán exentas con carácter permanente, si cumplen todos los requisitos urbanísticos, del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y no tendrán la consideración de transmisiones de dominio a los efectos de la exacción del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Cuando el valor de los solares adjudicados a un propietario exceda del que proporcionalmente corresponda a los terrenos aportados por el mismo, se girarán las liquidaciones procedentes en cuanto al exceso.

– De manera general, en los sistemas de actuación privada los particulares, propietarios o no, ejecutan directamente a su costa las obras de urbanización. La Junta de Compensación, el propietario, la Junta de Reparcelación o el Agente urbanizador serán responsables de la ejecución de las obras de urbanización, y deberán prestar garantías ante la Administración para asegurar la correcta ejecución de la actuación.

Finalizadas las obras de urbanización, los particulares procederán a su entrega a la  Administración, lo que requerirá de un acto formal y positivo de recepción o conformidad por parte de ésta, dentro del mes siguiente a la solicitud de entrega de las obras por cumplimiento de las obligaciones derivadas de la urbanización según el sistema de gestión privada seguido. Si las obras de urbanización se encuentran en buen estado y se han realizado según las prescripciones previstas, el funcionario técnico designado por la Administración y representante de ésta, las dará por recibidas, levantándose la correspondiente acta y comenzando entonces el plazo de garantía. Cuando las obras no se hallen en estado de ser recibidas se hará constar así en el acta, detallándose los defectos y carencias observados. En el caso de que la Administración no resuelva expresamente dentro de los tres meses siguientes desde la solicitud de recepción de las obras de urbanización, los particulares podrán entender que las obras quedan recibidas por la Administración. El plazo de garantía no podrá ser inferior a un año, sin perjuicio de la responsabilidad por vicios ocultos que tendrá una duración de quince años.

Sistema de Compensación.

Es un sistema de actuación privada en el que los propietarios aportan los terrenos de cesión obligatoria, realizan a su costa la urbanización en los términos y condiciones que se determinen en el Plan y se constituyen en Junta de Compensación, salvo que todos los terrenos pertenezcan a un solo titular.

El propietario o propietarios que representen más del 50 por 100 de la superficie de la unidad de ejecución presentarán, en el plazo máximo de seis meses desde la aprobación definitiva del instrumento de ordenación más específico o, en su caso, en el plazo que establezca éste, el proyecto de Estatutos de la Junta de Compensación ante el Ayuntamiento respectivo.

En el plazo máximo de tres meses desde su presentación, el Ayuntamiento acordará la aprobación inicial del Proyecto de Estatutos y su sometimiento a información pública por plazo de quince días. El acto de aprobación se publicará en el Boletín Oficial de Navarra y se notificará individualizadamente a todos los propietarios registrales afectados por el sistema de actuación, a efectos de audiencia por igual plazo desde la citación. El acto de aprobación definitiva de los Estatutos implica la incorporación automática de todos los propietarios al sistema de compensación, quedando vinculados en lo sucesivo por los acuerdos de la Junta y de la Administración actuante.

El acuerdo de aprobación definitiva se publicará en el Boletín Oficial de Navarra y se notificará individualmente a todos los propietarios afectados, otorgándose a éstos un plazo máximo de tres meses para constituir la Junta de Compensación mediante otorgamiento de escritura pública. A partir de su constitución, la Junta de Compensación adquirirá personalidad jurídica y capacidad de obrar.

Sin perjuicio de la libre transmisión de sus terrenos, los propietarios incorporados a la Junta que no deseen participar en el sistema, podrán dirigirse al Ayuntamiento antes de la fecha en que se apruebe el Proyecto de Reparcelación, solicitando la expropiación de sus bienes y derechos afectados en beneficio de la citada Junta, quedando excluidos de la misma, a todos los efectos, desde el día de la solicitud. En este supuesto, el Ayuntamiento deberá iniciar el procedimiento de expropiación en el plazo máximo de tres meses.

Constituida la Junta de Compensación, ésta formulará y aprobará, con el quórum de propietarios que representen más de 50 por 100 de la superficie de la unidad, el Proyecto de Reparcelación.

El régimen jurídico de la Junta será el siguiente:

a) La Junta de Compensación tendrá naturaleza administrativa, personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

b) Los cargos del órgano rector recaerán necesariamente en personas físicas.

c) Un representante de la Administración actuante formará parte del órgano rector de la Junta, en todo caso.

d) Contra los acuerdos de la Junta de Compensación podrá interponerse recurso de alzada ante la Administración actuante.

e) Podrán también incorporarse a la Junta empresas urbanizadoras que hayan de participar con los propietarios en la gestión de la unidad de ejecución.

Las Juntas de Compensación actuarán como fiduciarias con pleno poder dispositivo sobre las fincas pertenecientes a los propietarios miembros de aquéllas, sin más limitaciones que las establecidas en los Estatutos. La transmisión a la Administración correspondiente, en pleno dominio y libre de cargas, de todos los terrenos de cesión obligatoria tendrá lugar, por ministerio de la Ley, con la aprobación definitiva del Proyecto de Reparcelación.

La Junta de Compensación será directamente responsable, frente a la Administración competente, de la urbanización completa de la unidad de ejecución y, en su caso, de la edificación de los solares resultantes, cuando así se hubiere establecido. El incumplimiento por los miembros de la Junta de las obligaciones y cargas impuestas por la proyectada Ley Foral habilitará a la Administración actuante para expropiar sus respectivos derechos a solicitud y en favor de la Junta de Compensación, que tendrá la condición jurídica de beneficiaria. Las cantidades adeudadas a la Junta de Compensación por sus miembros podrán ser exigidas también por vía de apremio, previa petición de la Junta a la Administración actuante. La incorporación de los propietarios a la Junta de Compensación supone la vinculación directa de las parcelas adjudicadas a las cargas y pago de los gastos inherentes al sistema.

Sistema de Reparcelación Voluntaria.

Cuando estuvieran de común acuerdo la totalidad de los propietarios de los terrenos incluidos en una unidad de ejecución, los sistemas de compensación o cooperación podrán sustituirse directamente por la reparcelación voluntaria sin necesidad de declaración o procedimiento previo, pudiendo establecer el Ayuntamiento, en el acto de la aprobación inicial del Proyecto de Reparcelación, las garantías necesarias para el cumplimiento de las cargas derivadas de la ejecución de la unidad. Este procedimiento será también de aplicación cuando la totalidad de los terrenos de la unidad de ejecución pertenezca a un solo propietario.

Para la gestión del sistema, salvo en el caso de propietario único, los propietarios se constituirán en Junta de Reparcelación, que tendrá la consideración jurídica y facultades de la Junta de Compensación.

Junto con el Proyecto de Reparcelación podrá tramitarse conjuntamente y conforme a las mismas reglas que aquél, el Proyecto o Proyectos de Urbanización.

La Reparcelación Voluntaria se regirá por las siguientes reglas:

a) Se presentará un Proyecto de Reparcelación formulado por la totalidad de los propietarios afectados. Los propietarios afectados designarán un único representante en sus relaciones con la Administración actuante, a efectos de notificación de las sucesivas actuaciones administrativas que procedan.

b) El procedimiento para la aprobación del Proyecto será el mismo que para los Estudios de Detalle.

c) No será preceptiva la aprobación definitiva expresa por el Ayuntamiento cuando éste, en el mismo acto de aprobación inicial, acordase elevar dicha aprobación a definitiva si no se presentasen alegaciones al documento en la fase de información pública.

El propietario o propietarios que incumplan sus obligaciones urbanísticas serán responsables directamente ante la Administración actuante, quien podrá expropiar sus terrenos en favor de la Junta de Reparcelación o, en su caso, exigir las cantidades adeudadas por vía de apremio.

Sistema del Agente Urbanizador.

Una de las grandes novedades del anteproyecto aquí estudiado es, sin duda, la introducción como sistema de actuación urbanística la del Agente Urbanizador, figura, como es de todos sabido, plasmada por primera vez en la legislación valenciana del suelo de 1994.

En Navarra, el Agente Urbanizador -que podrá ser propietario o no de suelo en el sector- realiza las obras de urbanización y procede a la distribución de los beneficios y cargas correspondientes, conforme al convenio urbanístico que celebre con la Administración. La determinación de la ejecución mediante este sistema podrá hacerse por la Administración, de oficio o a instancia de persona interesada, en los siguientes supuestos:

a) Cuando así se determine en el planeamiento urbanístico o en la delimitación de la unidad de ejecución.

b) Cuando, transcurrido el plazo de un año desde la aprobación definitiva del planeamiento legitimador de la ejecución, no se hubiera iniciado el procedimiento de tramitación del sistema de ejecución.

c) Cuando habiendo iniciado un sistema de actuación, transcurra el plazo de un año sin que aquél se haya aprobado definitivamente.

d) Cuando se encontrara paralizada la ejecución por plazo superior a un año.

e) Cuando, aprobado el Plan Municipal, hayan transcurrido dos años sin que se haya aprobado inicialmente instrumento de planeamiento dirigido a la fijación de la ordenación pormenorizada.

Una vez determinado el sistema de actuación la Administración, y sólo ella, es la encargada de seleccionar la persona, física o jurídica, que constituirá el Agente Urbanizador, a través de concurso. La convocatoria de éste describirá las labores a realizar por el Agente Urbanizador, que podrán consistir en la formulación de Estudios de Detalle, Proyectos de Urbanización y Reparcelación, distribución de beneficios y cargas entre los propietarios, realización de las obras de urbanización y, en su caso, de edificación, con memorias de calidades, características básicas, costes máximos y plazos de construcción correspondientes. Asimismo, la convocatoria podrá prever la posibilidad de presentar propuestas alternativas a la ordenación pormenorizada, o presentar propuesta de este tipo de ordenación cuando no ésta no exista. Por otro lado, podrá la Administración en la convocatoria, comprometer también el gasto público necesario para financiar determinadas infraestructuras de apoyo que considere de interés general prioritario.

El establecimiento del sistema del Agente Urbanizador requiere la aprobación y suscripción de convenio urbanístico entre el Agente Urbanizador y la Administración
. Este convenio tendrá carácter jurídico-administrativo y tendrá por objeto el establecimiento de los términos y las condiciones de la gestión y la ejecución del planeamiento, respetando en todo caso las reglas básicas siguientes:

1ª. Las relaciones entre el urbanizador y los propietarios afectados se someterán a las siguientes estipulaciones:

a) El urbanizador deberá soportar la totalidad de los gastos derivados de la urbanización, en la medida en que le sean compensados mediante retribución en terrenos edificables o en metálico por los propietarios de terrenos edificables resultantes de la actuación urbanizadora.

b) Los propietarios podrán cooperar con el urbanizador mediante la aportación de sus fincas originarias sin urbanizar y con arreglo a cualquiera de las dos modalidades siguientes: 1) Abonando en metálico y como retribución a favor del urbanizador su cuota parte de las cargas de la urbanización y garantizando esta deuda, para recibir a cambio las parcelas urbanizadas que le correspondan de acuerdo con el Proyecto de Reparcelación; 2) Contribuyendo proporcionadamente a los gastos de urbanización mediante terrenos edificables. En este caso, les corresponderá recibir, libre de cargas, menor superficie de solar que en la modalidad anterior, constituyendo la diferencia la retribución del urbanizador.

c) Los propietarios que expresamente declinen cooperar, por entender inconveniente o imprudente el desarrollo urbanístico de sus terrenos, podrán renunciar a ello si solicitan expresamente la expropiación y el pago según el valor que corresponda legalmente la suelo, conforme a la legislación aplicable, sin consideración del aprovechamiento urbanístico patrimonializable en virtud de la ejecución del planeamiento de que se trate.

d) Los propietarios tendrán derecho a recibir, en todo momento, información debidamente documentada sobre los gastos de urbanización que hayan de asumir y a cooperar en la actuación, siempre que asuman las cargas y los riesgos de su desarrollo. Asimismo, los propietarios que contribuyan a los gastos de la urbanización podrán exigir que el urbanizador la ejecute con la diligencia de un buen empresario y que la Administración actuante supervise la ejecución de la actuación.

2ª. La realización del sistema se concretará a través del correspondiente Proyecto de Reparcelación.

3ª. El coste de las inversiones, instalaciones, obras y compensaciones necesarias para ejecutar el planeamiento será garantizado en forma y proporción suficientes y financiado por el urbanizador responsable de la actuación, quien podrá repercutirlo en la propiedad de los solares resultantes.

4ª. La retribución del Agente Urbanizador se obtendrá de los propietarios, bien en terrenos edificables o en metálico, en los términos establecidos en el convenio. La retribución en terrenos se hará efectiva mediante la reparcelación. La retribución en metálico se hará efectiva mediante cuotas de urbanización acordadas entre urbanizador y propietarios o, en su defecto, aprobadas por la Administración, que habrán de satisfacer los propietarios, quedando sujetos los terrenos al pago de tales cuotas, como carga real, que figurará en el Proyecto de Reparcelación. El urbanizador podrá solicitar de la Administración la exacción por vía de apremio de las cuotas adeudadas por los propietarios.

5ª. La Administración, en los términos establecidos en el convenio urbanístico, procederá a la ocupación inmediata de los terrenos y bienes que, por su calificación urbanística, deban ser objeto de cesión obligatoria y gratuita.

6ª. El incumplimiento de los plazos de ejecución señalados al Agente Urbanizador en el convenio urbanístico dará lugar a una prórroga de los mismos cuando aquél no se debiere a causas imputables a dicho Agente. En otro caso, sin perjuicio de las responsabilidades en que incurra el Agente Urbanizador por su incumplimiento, la Administración resolverá la adjudicación y podrá, asimismo, acordar la ejecución mediante otro sistema de actuación.

7ª. El Agente Urbanizador tendrá la consideración jurídica y las facultades de la Junta de Compensación.

 
La aprobación de los convenios urbanísticos del sistema quedará condicionada a la efectiva prestación de las garantías ofrecidas para asegurar la ejecución. Los convenios urbanísticos de este sistema deberán contener en todo caso los elementos básicos en que se sustenten los mismos, y especialmente los extremos siguientes:

a) Las bases de actuación.

b) En su caso, las condiciones relativas a la ordenación pormenorizada resultante del concurso.

c) Las garantías ofrecidas para asegurar la correcta ejecución de la actuación.

d) El procedimiento de liquidación final de la actuación.

e) La forma de conservación de la urbanización, una vez ejecutada.

f) Las previsiones y los compromisos sobre la edificación.

g) En su caso, los compromisos complementarios voluntariamente adquiridos.

Sistema de Cooperación.

Es el sistema clásico recogido a lo largo de las diferentes legislaciones urbanísticas tanto estatales como autonómicas. En este sistema público, los propietarios aportan el suelo de cesión obligatoria y la Administración ejecuta las obras de urbanización con cargo a los mismos. Podrán constituirse asociaciones administrativas de propietarios, bien a iniciativa de éstos o del propio Ayuntamiento, con la finalidad de colaborar en la ejecución de las obras de urbanización.

La Administración actuante podrá exigir a los propietarios afectados el pago de cantidades a cuenta de los gastos de urbanización por el importe correspondiente a las inversiones previstas para los próximos seis meses. Dicho pago deberá efectuarse en el plazo que se señale, nunca inferior a un mes, desde el requerimiento que se formule por la Administración. Transcurrido el referido plazo, la Administración procederá a la exacción de las cuotas por vía de apremio. La Administración actuante podrá, no obstante, cuando las circunstancias lo aconsejen, convenir con los propietarios afectados un aplazamiento en el pago de los costes de urbanización.

Este sistema exige la redacción de un proyecto de reparcelación, el cual se formulará: bien, por el Ayuntamiento, de oficio o a instancia de alguno de los propietarios afectados; o bien, por los propietarios que representen más del 50 por 100 de la superficie reparcelable.

Sistema de Ejecución Forzosa.

Este sistema, ya clásico en nuestro ordenamiento foral, vuelve a introducirse en el anteproyecto con la idea básica de que el Ayuntamiento ocupa los terrenos necesarios en favor de una Comisión Gestora, que realiza las obras de urbanización y procede a la distribución de los beneficios y cargas correspondientes. Este sistema de ejecución forzosa podrá acordarse a instancia de los propietarios de terrenos enclavados en la unidad de ejecución que representen, al menos, el 25 por 100 de la superficie total, en cualquiera de los siguientes supuestos:

a) Por no presentar los propietarios ante la Administración actuante el proyecto de Estatutos de la Junta de Compensación en el plazo máximo de seis meses desde la aprobación definitiva del Plan o, en su caso, en el plazo que establezca éste.

b) Por no constituirse la Junta de Compensación en el plazo de tres meses desde la aprobación definitiva de los Estatutos.

c) Por no presentar la Junta de Compensación ante la Administración actuante  el Proyecto de Reparcelación en el plazo de seis meses desde que se hubiera constituido la Junta.

El acuerdo de iniciación del sistema deberá notificarse a los propietarios afectados para que, en un plazo de quince días, prorrogable por otro igual, manifiesten en su caso su voluntad de incorporarse a la gestión. Con independencia del ejercicio del derecho de adhesión a la ejecución, todos los propietarios de terrenos de la unidad de ejecución formarán parte necesariamente de la comunidad de reparto de los beneficios y las cargas derivados del planeamiento.

Prevé el anteproyecto que el sistema de ejecución forzosa podrá ser sustituido únicamente por el de expropiación.

En el sistema de ejecución forzosa las funciones de gobierno y administración quedarán encomendadas a una Comisión gestora cuya naturaleza y facultades, excepto en las preceptuadas en el anteproyecto a favor de la Administración urbanística actuante, serán las mismas que las asignadas a las Juntas de Compensación.

La Comisión se compone por representantes, a partes iguales, de los propietarios y de la Administración. Los miembros representantes de los propietarios serán elegidos, de entre ellos, por los que se hubieren adherido en plazo a la gestión del sistema. Por otro lado, los miembros representantes de la Administración serán designados y revocados libremente por ésta. En todo caso, el Presidente de la Comisión, que dispondrá de voto de calidad en las votaciones, será elegido por todos sus miembros entre los representantes de la Administración.

Los estatutos de dicha Comisión gestora se aprobarán de oficio por la Administración actuante al acordar el sistema. Además, la Administración actuante ejercerá sobre la Comisión gestora las facultades de control que se le otorgan sobre las Juntas de Compensación y, además, las siguientes: a) Resolver los recursos administrativos contra los acuerdos de la Comisión gestora; b) Inspeccionar en cualquier momento su funcionamiento;  y c) Aprobar la cuenta de liquidación final.

El acuerdo de aplicación del sistema de ejecución forzosa faculta a la Administración urbanística actuante para ocupar los terrenos afectados por los sistemas generales de la ordenación urbanística que, previstos en el planeamiento, resulten necesarios para la ejecución de la unidad de que se trate. Esa ocupación no podrá tener lugar hasta que se inicie el procedimiento de reparcelación de la unidad donde los propietarios afectados por los sistemas generales hayan de hacer efectivos sus derechos si la Administración no hiciese uso de su potestad expropiatoria.

Una vez constituida la Comisión gestora, ésta acordará en su primera sesión la iniciación del Proyecto de Reparcelación, el cual podrá incluir además:

a) El suelo necesario para sufragar los costos previstos de planeamiento, gestión del sistema y urbanización.

b) El suelo necesario para hacer frente, en la liquidación del sistema, a posibles rectificaciones de valoraciones y desajustes en los costos reales y las previsiones del planeamiento, gestión y urbanización.

La Administración urbanística actuante, a propuesta de la Comisión gestora y a su favor, acordará la ocupación inmediata de los terrenos, lo que implicará el traspaso a la Comisión, como fiduciaria, de las facultades dispositivas de los propietarios afectados. Si los propietarios afectados por la ocupación demostraran que sus terrenos constituyen la única o predominante fuente de ingresos con que cuentan, tendrán derecho a percibir una indemnización equivalente a la rentabilidad demostrada, durante el período que medie entre la ocupación efectiva y la adjudicación que les corresponda, o la expropiación de su derecho.

La Comisión gestora ostenta una serie de facultades. En primer lugar, podrá enajenar, mediante licitación pública, todos o parte de los terrenos necesarios para sufragar los costos previstos de planeamiento, gestión del sistema y urbanización. También, la Comisión acordará la forma de realización de las obras y su financiación, con facultad para concertar créditos, incluso dando en garantía tanto los terrenos anteriormente aludidos  como el suelo necesario para hacer frente, en la liquidación del sistema, a posibles rectificaciones de valoraciones y desajustes en los costos reales y las previsiones del planeamiento, gestión y urbanización.

La ejecución de las obras podrá contratarse con empresas urbanizadoras y satisfacerse su precio, total o parcialmente, con el importe de la enajenación del suelo más arriba citado. Si hubiese asentimiento de los propietarios que representen más del 40 por 100 de los terrenos afectados por la ejecución forzosa y de la empresa urbanizadora, las obras podrán pagarse en terrenos, edificabilidad o unidades de aprovechamiento. En todo caso, la selección de la empresa urbanizadora se realizará por concurso público, con arreglo a las normas por las que se rija la Administración actuante. Su vinculación a la ejecución de las obras no supondrá necesariamente la adquisición de la condición de miembro de la Comisión gestora, salvo en el supuesto de que se le abone total o parcialmente en terrenos, edificabilidad o unidades de aprovechamiento.

Dentro de este orden de cosas, la Comisión gestora podrá, al iniciar su actuación o en el curso de ella, acordar por mayoría absoluta un programa de construcción, respetando el derecho de los propietarios a edificar en las parcelas que les correspondan en proporción a sus aportaciones. Su cumplimiento podrá encomendarse a los propietarios o adjudicarse a una empresa por los mismos trámites previstos para la adjudicación de las obras de urbanización. Podrá, igualmente, adjudicar a un tiempo las obras de urbanización y de edificación, sin que dicha adjudicación lleve consigo necesariamente la adquisición de la condición de miembros de la Comisión por parte del adjudicatario.

Terminada la obra urbanizadora y cubierta la diferencia que pudiera resultar entre costos reales y previstos de planeamiento, gestión y urbanización, los terrenos que no hayan sido objeto de cesión obligatoria o enajenación, a los fines de sufragar los gastos, se adjudicarán a los propietarios integrados en la gestión en proporción a su aportación inicial y contribución a los gastos, adjudicando el resto entre los propietarios no integrados en proporción a sus aportaciones de terrenos. La Comisión gestora podrá acordar por mayoría absoluta la enajenación por subasta pública de los terrenos resultantes una vez hecha la adjudicación a los propietarios integrados en la gestión, abonando el saldo resultante a los propietarios no integrados en proporción a su participación en la unidad.  En el supuesto de estimarse recursos contra los acuerdos de la Comisión gestora que lesionen derechos económicos, ésta podrá acordar la compensación económica de los mismos, sin modificar las adjudicaciones de terrenos.

Sistema de Expropiación.

Dentro de los sistemas de actuación públicos está situado en último lugar el de expropiación. En este sistema, ya es de todos conocido que la Administración actuante obtiene todos los terrenos y ejecuta las obras de urbanización. También puede ejecutar las obras de edificación. La expropiación se aplicará por unidades de ejecución completas y comprenderá todos los bienes y derechos incluidos en las mismas. La aplicación del sistema de expropiación exigirá la formulación de la relación de propietarios y descripción de bienes y derechos afectados en la unidad de ejecución. Dicha relación habrá de ser aprobada definitivamente por la Administración expropiante, previa la apertura de un período de información pública por plazo de quince días. Para la expropiación podrá aplicarse tanto el procedimiento individualizado como el de tasación conjunta, conforme a la legislación general de pertinente aplicación.

Un tema muy importante, y utilizado recientemente por el Ayuntamiento de la capital navarra, es el de la liberación de expropiaciones. En la aplicación del sistema de expropiación, los órganos expropiantes podrán, excepcionalmente, liberar de la misma, mediante la imposición de las oportunas condiciones, a determinados bienes de propiedad privada o patrimoniales. Si el órgano expropiante estimase justificada la petición de liberación, señalará al propietario de los bienes afectados por la liberación las condiciones, términos y proporción en que el mismo habrá de vincularse a la gestión urbanística. Se fijarán, asimismo, las garantías para el supuesto de incumplimiento. En todo caso, el liberado quedará sujeto al cumplimiento de los deberes urbanísticos básicos. Aceptadas por el propietario las condiciones fijadas, el órgano expropiante, previa apertura de un período de información pública de quince días, dictará la correspondiente resolución, que se publicará en el Boletín Oficial de Navarra (Si el expropiante no fuera el Ayuntamiento, se oirá a éste). Si esta resolución se dictara con posterioridad al pago y ocupación de los bienes objeto de liberación, deberá acordarse la previa reversión de tales bienes a favor de su titular. El incumplimiento de los deberes urbanísticos básicos establecidos en la resolución liberatoria por parte de los propietarios de bienes liberados determinará la expropiación por incumplimiento de la función social de la propiedad o, en su caso, el ejercicio de la vía de apremio.

Convenios y Obtención de Terrenos Dotacionales.

Dentro de este apartado de la ejecución del planeamiento, queda, por último, abordar la ejecución mediante convenio y la obtención de terrenos dotacionales.

– Por lo que se refiere a la primera cuestión debemos señalar que la Administración  podrá suscribir, conjunta o separadamente, convenios con personas públicas o privadas destinados a la gestión y ejecución del planeamiento. Del cumplimiento de estos convenios no podrá, en ningún caso, derivarse o resultar modificación o alteración del planeamiento en vigor. Por otra parte, en estos convenios, cuando se acuerde el cumplimiento del deber legal de cesión del aprovechamiento urbanístico no susceptible de apropiación mediante el pago de cantidad sustitutoria en metálico, deberá incluirse, como anexo, la valoración pertinente, practicada por los servicios administrativos que tengan atribuida tal función, con carácter general, en la correspondiente Administración. El incumplimiento por los particulares de las obligaciones asumidas en el convenio dará lugar a las responsabilidades fijadas en éste, y, además, la Administración actuante podrá iniciar o proseguir la ejecución conforme a los sistemas de actuación ya analizados con anterioridad.

– En cuanto a la obtención de terrenos dotacionales debemos señalar que en suelo urbano no consolidado y en suelo urbanizable, los terrenos destinados por el planeamiento al establecimiento de sistemas generales se obtendrán:

a) Mediante cesión obligatoria derivada de su inclusión o adscripción en un área de reparto.

b) Mediante ocupación directa, derivada de su inclusión o adscripción en un área de reparto, asignando aprovechamientos subjetivos en unidades de ejecución excedentarias. En tal caso, si las compensaciones no se realizan en el ámbito de un sector o del suelo urbanizable sectorizado, el valor de los terrenos y de los aprovechamientos se fijará pericialmente, conforme a los criterios de valoración aplicables. 

c) Mediante expropiación forzosa, cuando las modalidades anteriores no resultaren posibles o convenientes.

Los terrenos destinados por el planeamiento al establecimiento de dotaciones locales en suelo urbano no consolidado o en suelo urbanizable se obtendrán mediante cesión obligatoria y gratuita derivada de la gestión de las unidades de ejecución en que se incluyan.

En suelo urbano consolidado, los terrenos destinados por el planeamiento al establecimiento de sistemas generales o dotaciones locales se obtendrán mediante expropiación. En este caso, el valor de los terrenos y de los aprovechamientos se fijará pericialmente, conforme a los criterios de valoración aplicables.

La ocupación directa requerirá la previa determinación por el Ayuntamiento del aprovechamiento subjetivo del titular del terreno a ocupar y de la unidad de ejecución excedentaria en la que haya de hacerse efectivo tal aprovechamiento, que tendrá carácter neto, al llevar incorporada la cesión obligatoria de aprovechamiento al Ayuntamiento.

La aplicación de la ocupación directa para la obtención de terrenos dotacionales deberá ajustarse a las siguientes reglas:

a) Se publicará y notificará a los interesados la relación de los terrenos y propietarios afectados, aprovechamientos subjetivos correspondientes a cada uno de ellos y unidad o unidades de ejecución excedentarias donde habrán de hacer efectivos sus derechos.

b) La ocupación sólo podrá llevarse a cabo transcurrido el plazo de un mes desde la anterior notificación, y en tal momento se levantará acta, en la que el Ayuntamiento hará constar, al menos, el lugar y fecha de otorgamiento, la identificación de los titulares de los terrenos ocupados y situación registral de éstos, la superficie ocupada y aprovechamientos urbanísticos que les correspondan, y la unidad de ejecución donde se harán efectivos estos aprovechamientos.

c) Se entenderán las actuaciones con el Ministerio Fiscal en el caso de propietarios desconocidos, no comparecientes, incapacitados sin persona que les represente o cuando se trate de propiedad litigiosa.

d) Los propietarios afectados por la ocupación tendrán derecho a la expedición de certificación administrativa de todos los extremos del acta levantada.

e) La Administración actuante remitirá al Registro de la Propiedad certificación del acta levantada a los efectos de la práctica de las inscripciones procedentes.

Los propietarios afectados por las ocupaciones directas tendrán derecho a ser indemnizados por la ocupación temporal de sus terrenos, conforme a lo previsto en la legislación sobre expropiación forzosa.

No obstante, transcurridos cuatro años desde la ocupación sin que se hubiera producido la aprobación definitiva del instrumento de redistribución de la unidad de ejecución destinada a acoger a los propietarios afectados por la ocupación directa, éstos podrán solicitar al Ayuntamiento el inicio del expediente de justiprecio, que se llevará a cabo por ministerio de la Ley, una vez transcurridos seis meses desde dicha solicitud.

VI. INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA

Dentro de este apartado vamos a abordar, aunque sea someramente, qué tipo de intervenciones se reservan las Administraciones públicas de Navarra en el ámbito del derecho urbanístico con la futura legislación en esta materia. En primer lugar, hay que decir que la intervención pública se puede dividir en dos tipos: por un lado, la concerniente a la edificación, uso del suelo y disciplina urbanística; por otro lado, la intervención en el ámbito del mercado de suelo.

VI.1. Intervención en la edificación, uso del suelo y disciplina.

Se mantiene con carácter general la regulación ya existente. Las novedades respecto de la Ley Foral 10/1994 se incorporan fundamentalmente en el Capítulo II sobre la protección de la legalidad urbanística y la restauración del orden infringido.

– En primer lugar, se clarifican las competencias de la inspección urbanística haciendo descansar el protagonismo en la órbita municipal y reduciendo las competencias inspectoras de la Administración de la Comunidad Foral al ámbito del suelo no urbanizable y de los intereses supramunicipales.

– Sentado esto, el anteproyecto de Ley Foral admite la posibilidad de que mediante convenio se incrementen las atribuciones inspectoras del Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Urbanismo. A tal fin, la Ley Foral proyectada permite que reglamentariamente se constituya por el citado Departamento un Servicio de Inspección Urbanística, cuyas competencias serán la investigación y comprobación del cumplimiento de la legislación y del planeamiento urbanístico, la propuesta de adopción de medidas provisionales y definitivas de protección y, en su caso, de restauración de la legalidad urbanística, la tramitación de expedientes sancionadores por infracción urbanística, así como cualesquiera otras que tengan que ver con la protección de la legalidad urbanística.

El personal adscrito al Servicio de Inspección Urbanística estará autorizado para recabar la exhibición de cualquier documentación urbanística obrante en poder de sujetos públicos o privados, para entrar y permanecer libremente en las fincas, construcciones y demás lugares sujetos a inspección. Cuando para el ejercicio de sus funciones inspectoras fuera precisa la entrada domiciliaria deberá solicitar la oportuna autorización judicial. Las actas y diligencias que se extiendan en ejercicio de sus competencias de inspección urbanística tendrán naturaleza de documentos públicos y constituirán prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

El Servicio de Inspección Urbanística pondrá en conocimiento de la autoridad competente la comisión de infracciones urbanísticas, así como las correspondientes diligencias practicadas para que tal autoridad inicie el correspondiente procedimiento sancionador y adopte las medidas adecuadas para la restauración del orden urbanístico infringido.

– En tercer lugar, se han simplificado los procedimientos tendentes a la protección de la legalidad urbanística y reposición de la realidad física alterada. Así, cuando se estuvieran ejecutando obras o usos sin licencia o contraviniendo las condiciones señaladas en las mismas, la Entidad Local dispondrá la suspensión inmediata de dichos actos y, previa la tramitación del oportuno expediente, adoptará alguno de los acuerdos siguientes:

a) Si las obras o usos fueran total o parcialmente incompatibles con la ordenación vigente, se decretará su demolición, reconstrucción o cesación definitiva en la parte incompatible, a costa del interesado en todo caso.

b) Si las obras o usos fueran compatibles con la ordenación vigente, se requerirá al interesado para que en el plazo de dos meses solicite la preceptiva licencia o su modificación, con apercibimiento de que si no lo hiciera se ordenará a costa del interesado la realización de los proyectos técnicos y demás actuaciones precisas para que el Ayuntamiento pueda pronunciarse sobre la legalidad de la actuación afectada. En caso de no proceder la legalización, se decretará la demolición, reconstrucción o cesación definitiva de la obra o del uso en la parte pertinente a costa del interesado.

Si se hubiera concluido una edificación sin licencia o contraviniendo las condiciones señaladas en la licencia u orden de ejecución, la Entidad Local, dentro del plazo de cuatro años a contar desde la total terminación de las obras, adoptará, previa la tramitación del oportuno expediente, alguno de los acuerdos establecidos en las letras a) o b) anteriormente citados, según proceda.

La acción de la Administración para restaurar el orden infringido cuando se trate de actuaciones ilegales sobre bienes de dominio público o en sus servidumbres de protección, viales, zonas verdes, espacios libres o bienes de interés cultural, todos ellos de titularidad pública, no estará sujeta a plazo alguno de prescripción. Cuando se trate de actuaciones contrarias a la Ley Foral proyectada que se realicen sobre los bienes de titularidad privada en suelo no urbanizable de protección la acción prescribirá a los diez años.

– Por otro lado, la restauración del orden urbanístico infringido requerirá la reposición de la realidad física alterada en los siguientes supuestos: a) Cuando las obras o usos ilegales no sean compatibles, total o parcialmente, con la ordenación urbanística; b) Cuando instada la legalización, ésta haya sido denegada; y c) Cuando no se haya instado la legalización en el plazo concedido al efecto.

La reposición de la realidad física alterada se ordenará en el procedimiento de protección de la legalidad urbanística, o en su defecto, en el procedimiento sancionador, disponiendo la ejecución de las operaciones necesarias para devolver físicamente los terrenos, edificaciones o usos al estado anterior a la vulneración, fijando los plazos de iniciación y de terminación. El incumplimiento de cualquiera de los plazos fijados o la paralización de los trabajos comenzados, dará lugar a la ejecución subsidiaria por la Administración actuante a costa del infractor. También podrá la Administración imponer multas coercitivas para lograr la ejecución por el sujeto obligado de las medidas de restablecimiento. Podrán ser hasta doce sucesivas multas por períodos de un mes y en cuantía de 600 a 6.000 euros, según sean las medidas previstas. En todo caso, transcurrido el plazo de cumplimiento voluntario derivado de la última multa coercitiva impuesta, la Administración actuante estará obligada a ejecutar subsidiariamente la reposición de la realidad física alterada, con cargo al infractor.

Igualmente, la Administración podrá exigir del sujeto responsable la presentación de una fianza que garantice la efectividad de las medidas dispuestas. 

VI.2. Intervención en el mercado de suelo.

La principal novedad que hay que destacar es que se plantea una separación nítida entre el Patrimonio Municipal del Suelo y el Banco Foral de Suelo Público.

Patrimonio Municipal del Suelo.

En primer lugar, ha de señalarse que se ha dado nueva redacción a los preceptos atinentes al mismo dado que se pretende dejar claro desde el primer momento la existencia del Patrimonio Municipal del Suelo como patrimonio separado que es creado directamente por la ley para todos los municipios en los supuestos de cesión obligatoria y adquisición por expropiación o ejercicio de los derechos de tanteo y retracto. Además, los Ayuntamientos podrán incorporar los bienes patrimoniales clasificados por el planeamiento como suelo urbano o urbanizable cuando así se determine mediante acuerdo plenario de la entidad local.

Como tal patrimonio separado debe ser objeto de una gestión en función de su finalidad, gestión que podrá ser directa o a través de otras figuras, incluso mancomunadas o consorciales, cabiendo también la cesión onerosa o gratuita. Destaca, asimismo, la ampliación del destino de las cantidades percibidas por cesión de estos terrenos, aunque siempre vinculada a una finalidad urbanística. Por último, se incluye un control de los actos relativos a este patrimonio, a través del inventario y del registro de la gestión de estos bienes.

Banco Foral de Suelo Público.

Por otra parte, se ha dado independencia al patrimonio público del suelo de la Administración de la Comunidad foral, dándole la nueva denominación de Banco Foral de Suelo Público
. Pero, además del cambio de denominación, se ha pretendido dar también una regulación global y homogénea para este patrimonio, dado que su constitución opera por razones, en parte, diferenciadas a las del Patrimonio Municipal del Suelo.

El Banco Foral de Suelo Público estará integrado, en primer lugar, por los terrenos adquiridos por la Administración de la Comunidad Foral con la finalidad de constituir, mantener y gestionar su propio patrimonio de suelo o de colaborar con los municipios y otras entidades públicas de carácter no territorial o instrumental para facilitarles la adquisición o disponibilidad de terrenos y otros bienes inmuebles; y en segundo término, por los bienes patrimoniales del Patrimonio de Navarra que se adscriban al citado Banco Foral de Suelo Público.

La adquisición de terrenos y otros bienes inmuebles por la Administración Foral para incorporarlos al Banco Foral de Suelo Público podrá realizarse mediante cualesquiera de las fórmulas previstas en la ley, así como por expropiación. También podrá establecer reservas de terrrenos en suelo no urbanizable y, en su caso, en suelo urbanizable no sectorizado, a través de los medios contemplados en el anteproyecto de Ley Foral y especialmente por medio de los instrumentos de planeamiento territorial.

Estos bienes deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública. Los ingresos obtenidos de las enajenaciones, cesiones o gestión de los terrenos y demás bienes inmuebles del Banco Foral de Suelo Público se destinarán preferentemente a su mantenimiento o ampliación.

Los bienes integrantes del Banco Foral de Suelo Público podrán ser objeto de adscripción a los organismos o entes instrumentales dependientes de la misma, a los fines de su gestión en orden al cumplimiento de su destino. También, podrán ser objeto de cesión en los términos siguientes:

a) Mediante enajenación por concurso o subasta. En el caso de que no se produjera adjudicación en la subasta o se declarara desierto el concurso, podrá acordarse excepcionalmente la enajenación directa, siempre que se celebre en las mismas condiciones y por precio no inferior al que haya sido objeto de licitación.

b) Mediante enajenación directa a precio no inferior al valor de los terrenos a entidades de carácter asistencial, social o sindical sin ánimo de lucro, que promuevan la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública y acrediten su experiencia y medios para garantizar la viabilidad de la promoción.

c) Mediante cesión de terrenos a otras Administraciones públicas, organismos de carácter público o a entes instrumentales, directamente e incluso a título gratuito, con fines de promoción pública de viviendas, construcción de equipamiento comunitario y otras instalaciones de uso público o interés social.

Las otras modificaciones que se introducen en este apartado de intervención de la Administración en los mercados del suelo se encuentran en la materia relativa a los derechos de tanteo y retracto donde, por un lado se pretende clarificar los distintos supuestos de constitución y, por otro, se pretende dar mayor agilidad a la posibilidad de su constitución que se establece por Decreto Foral, tanto en favor de la Administración Foral como en favor los Ayuntamientos de Navarra, vía a la que debe sumarse la de la fijación dentro de los instrumentos de ordenación territorial o urbanística.

CONCLUSIONES

I. El anteproyecto de Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo analizado en este trabajo, siguiendo con la línea marcada por el último texto legislativo producido en Navarra y todavía vigente, pretende ser una norma prácticamente omnicomprensiva de las materias de la ordenación urbanística y territorial de la Comunidad Foral de Navarra. Ello no es óbice para que ciertos aspectos, por aplicación de normas estatales de carácter básico, hayan quedado relegados a la mera cita y remisión a dichas normas.

Por otro lado, tanto la aprobación de la Ley 6/1998, de 17 de junio, sobre el Régimen del Suelo y Valoraciones, como la experiencia vivida bajo el imperio de la Ley Foral 10/1994, de 4 de julio, de Ordenación del Territorio y Urbanismo, así como la ampliación de competencias de la Comunidades Autónomas en materia de urbanismo tras la sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997, constituyen las bases sobre las que se asienta el nuevo texto proyectado y sometido a análisis.

Uno de los fines perseguidos desde el primer momento por el anteproyecto de ley foral es aunar el propósito de dar satisfacción a las necesidades de los ciudadanos en algunos aspectos tan importantes como la vivienda con el objetivo ineludible de promover las condiciones para un desarrollo sostenible de la Comunidad Foral, todo ello respetando inequívocamente la estructura territorial de Navarra.

II. El anteproyecto declara de una manera tajante que las actividades de ordenación del territorio y del urbanismo constituyen funciones públicas, sin perjuicio de destacar la participación de la iniciativa privada, dando un realce singular tanto a la participación ciudadana como al acceso de todas las personas a la información territorial y urbanística.

III. A diferencia de lo que hace el texto legal vigente, ahora se identifican desde el comienzo las Administraciones públicas intervinientes y el reparto de competencias entre las mismas: Administración de la Comunidad Foral y Municipios.  A la primera se le reserva la facultad de dirección e impulso de la actividad urbanística, la coordinación y el control de la legalidad del planeamiento urbanístico -especialmente la aprobación definitiva de los Planes Municipales-, la formulación de planes de conjunto y la aprobación definitiva de los planes parciales y de planes especiales de desarrollo que  afecten a varios municipios y la cooperación y la asistencia económica, técnica y administrativa a los entes locales. Es preciso destacar que se suprimen los supuestos específicos de subrogación contemplados en la Ley Foral 10/1994, de 4 de julio, de Ordenación del Territorio y Urbanismo.

Por su parte, a los Municipios se les otorga con carácter general la actividad urbanística y cuantas competencias que en materia urbanística no estén expresamente atribuidas por ley a otras Administraciones.

IV. En lo que a los instrumentos de ordenación del territorio se refiere ha de señalarse que se han suprimido dos instrumentos: las Directrices de Ordenación del Territorio y las Normas Urbanísticas Comarcales. Y por otro lado, se han creado nuevos instrumentos como son la Estrategia Territorial de Navarra y los Planes de Ordenación Territorial. Se sigue manteniendo la figura de los Planes y Proyectos Sectoriales de Incidencia Supramunicipal, pero aclarando la diferencia entre ambas subfiguras y, por supuesto, otorgándoles ese poder de imponerse a los instrumentos urbanísticos.

Por lo que hace a la planificación urbanística, el anteproyecto mantiene la división entre planeamiento general, el Plan Municipal, y el planeamiento de desarrollo. No obstante, se contemplan tres figuras de Plan Municipal: el plan ordinario, el plan para municipios de población igual o inferior a cinco mil habitantes, y el plan simplificado para municipios de población inferior a quinientos habitantes, en orden a ofrecer mecanismos más adecuados y ágiles en razón del nivel de población de los municipios, habida cuenta de la situación de atomización municipal existente en Navarra.

La modificación principal ha ido dirigida al establecimiento de las determinaciones del Plan Municipal, mediante la distinción, básica en la Ley Foral proyectada, entre determinaciones de ordenación estructurante y de ordenación pormenorizada. También, se ha introducido la nueva categoría del Plan de Sectorización.

V. Dentro del apartado del régimen urbanístico del suelo se mantiene la obligada distinción entre suelo urbano, urbanizable y no urbanizable. La novedad es el carácter de residual del suelo urbanizable frente a la ley vigente que otorga dicha cualidad al suelo rústico, y la obligación de ceder un porcentaje del diez por ciento del aprovechamiento urbanístico libre de cargas de urbanización. Destaca, asimismo, la simplificación del régimen del suelo no urbanizable, distinguiéndose únicamente dos regímenes: el correspondiente al suelo de conservación y al de preservación, frente a los seis actuales. Por otro lado, no se lleva a cabo una identificación exhaustiva de las actividades y usos permitidos y autorizables en cada categoría de suelo no urbanizable, sino que se remite a lo dispuesto en la legislación sectorial o en el planeamiento.

VI. En el capítulo de la ejecución del planeamiento se hace un esfuerzo en el anteproyecto por simplificar los procedimientos de ejecución, pero este ponente tiene serias dudas de que tal propósito se consiga por mor de la aplicación de una ley. Por otra parte, se incorpora un nuevo sistema de actuación: el Agente Urbanizador, desconocido en la legislación navarra pero desde que en el año 1994 que la legislación valenciana del suelo lo introdujo ha triunfado en todo el Estado, habiéndose incorporado a prácticamente la totalidad de las legislaciones autonómicas.

En cuanto al suelo urbano consolidado destaca con fuerza propia la supresión de la figura de las transferencias de aprovechamiento, puesto que las mismas no tienen cabida en el nuevo sistema de propiedad inmobiliaria introducido por la legislación básica estatal.

VII. El anteproyecto de ley foral sigue manteniendo una fuerte intervención de las Administraciones públicas con competencia urbanísticas en los ámbitos privados. Fundamentalmente, son dos las áreas donde la presencia del control administrativo se hace más intensa: en primer lugar, en la edificación y uso del suelo y en la disciplina urbanística, y, en segundo término, en el mercado del suelo.

Por lo que al primer aspecto se refiere, ha de señalarse que se mantiene de manera general lo establecido en el texto vigente. No obstante, se clarifican las competencias de la inspección urbanística haciendo descansar el protagonismo en la órbita municipal y reduciendo las competencias inspectoras de la Administración de la Comunidad Foral al ámbito del suelo no urbanizable y de los intereses supramunicipales. A tal efecto, se permite que reglamentariamente se constituya por el Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda un Servicio de Inspección Urbanística, a cuyo personal se le dota de la consideración de agentes de la autoridad con el objeto de mejorar la protección de la legalidad urbanística y facilitar las actuaciones restauradoras del orden infringido y las sancionadoras.

En cuanto a la intervención en el mercado del suelo la conclusión es que el anteproyecto ha realizado una separación nítida entre el Patrimonio Municipal del Suelo y el de la Administración de la Comunidad Foral, dándole la denominación de Banco Foral de Suelo Público. Pero además del cambio de denominación se ha pretendido establecer, también, una independencia y una regulación global y homogénea para este patrimonio, dado que su constitución opera por razones, en parte, diferenciadas a las del patrimonio municipal del suelo. No obstante, se permite su gestión a través de entes instrumentales o por medio de cesión. Asimismo, se establecen mecanismos de control de la gestión de los bienes incluidos dentro del Banco Foral de Suelo Público.
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� Esta desestimación presunta no se contiene en la legislación general de expropiación forzosa, lo cual, en la modesta opinión del autor de este trabajo, podría traer como consecuencia su inconstitucionalidad por ser la materia de expropiación competencia del Estado.


� El art. 54 de la LEF regula la reversión. No obstante, hay que tener en cuenta lo dispuesto en la Disposición adicional 5ª de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, que modifica profundamente los supuestos de reversión.


Por otro lado, la sentencia de 67/1988, de 18 de abril, del Tribunal Constitucional, en su fundamento 5º recuerda que “El supuesto de hecho para el resurgimiento de este derecho (de reversión) no es el de la enajenación del bien -habiéndose negado la naturaleza de retracto legal de la reversión-, sino el de la no destinación del bien o derecho al fin expropiatorio, de lo que sólo puede ser un síntoma o prueba la enajenación de ese bien a un tercero privado. Por ello, la reversión se ha caracterizado dogmáticamente como una especie de invalidez sobrevenida de la expropiación por la desaparición del elemento esencial de la misma, la causa de utilidad pública o interés social de que habla el art. 33.3 de la Constitución. Sería esta cesación sobrevenida de la causa, la que permitiría que la expropiación perdiera sus efectos y la retrocesión del bien a aquél a quien le fue expropiado.”


� Artículos 214 y 215 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra.


� Hay que tener presente que por Auto de 15 de octubre de 2001 de la Sala Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Valencia se eleva al Tribunal Constitucional cuestión de constitucio�nalidad sobre varios artículos de la LRAU 6/94, en cuanto no exige respecto del Urbanizador los requisi�tos de capacidad, de clasificación, ni las prohibiciones para contratar de la Ley de Contratos de las Admi�nistraciones Públicas.


� Conforme establece la Disposición Adicional Segunda de la Ley Foral 14/2000, de 29 de diciembre.






